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El principio de protección del interés superior del menor.

Recientemente, se ha producido en España una modificación legislativa que 
incide sobre el importante, aunque difuso, principio de protección superior del 
menor, que fue consagrado en el ordenamiento jurídico español por la Ley Orgánica 
1/1996, de 15 de enero.

No se puede dudar de la importancia que dicho principio asume en la actual 
realidad social y jurídica en todos los Derechos, nacionales e internacionales. Sin 
embargo, al ser el “interés superior de menor” un concepto jurídico indeterminado 
va siempre acompañado de una cierta indefinición que plantea al intérprete el 
problema de cómo aplicarlo.

La Ley Orgánica 8/2015, de 22 de julio, de modificación del sistema de protección 
a la infancia y a la adolescencia, traduce la preocupación del legislador por este 
problema, conteniendo un interesante desarrollo del mencionado principio, en una 
triple vertiente: sustantiva, interpretativa y procesal, que se plasma en la modificación 
del art. 9 de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero.

En la Exposición de Motivos de la Ley Orgánica 8/2015 se explica la reforma, 
observando que el interés superior del menor “Por una parte, es un derecho 
sustantivo en el sentido de que el menor tiene derecho a que, cuando se adopte 
una medida que le concierna, sus mejores intereses hayan sido evaluados y, en el 
caso de que haya otros intereses en presencia, se hayan ponderado a la hora de 
llegar a una solución. Por otra, es un principio general de carácter interpretativo, 
de manera que si una disposición jurídica puede ser interpretada en más de una 
forma se debe optar por la interpretación que mejor responda a los intereses del 
menor. Pero además, en último lugar, este principio es una norma de procedimiento. 
En estas tres dimensiones, el interés superior del menor tiene una misma finalidad: 
asegurar el respeto completo y efectivo de todos los derechos del menor, así como 
su desarrollo integral”. 

Es particularmente digna de mención la vertiente procesal desarrollada por el 
nuevo art. 9.5 de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero.
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A tenor del precepto, “Toda medida en el interés superior del menor deberá ser 
adoptada respetando las debidas garantías del proceso y, en particular :

a) Los derechos del menor a ser informado, oído y escuchado, y a participar en 
el proceso de acuerdo con la normativa vigente.

b) La intervención en el proceso de profesionales cualificados o expertos. En 
caso necesario, estos profesionales han de contar con la formación suficiente para 
determinar las específicas necesidades de los niños con discapacidad. En las decisiones 
especialmente relevantes que afecten al menor se contará con el informe colegiado 
de un grupo técnico y multidisciplinar especializado en los ámbitos adecuados.

c) La participación de progenitores, tutores o representantes legales del menor 
o de un defensor judicial si hubiera conflicto o discrepancia con ellos y del Ministerio 
Fiscal en el proceso en defensa de sus intereses.

d) La adopción de una decisión que incluya en su motivación los criterios 
utilizados, los elementos aplicados al ponderar los criterios entre sí y con otros 
intereses presentes y futuros, y las garantías procesales respetadas.

e) La existencia de recursos que permitan revisar la decisión adoptada que no 
haya considerado el interés superior del menor como primordial o en el caso en 
que el propio desarrollo del menor o cambios significativos en las circunstancias 
que motivaron dicha decisión hagan necesario revisarla. Los menores gozarán del 
derecho a la asistencia jurídica gratuita en los casos legalmente previstos”.

Estamos, sin duda, ante una interesante modificación legal, llamada a ejercer gran 
influencia en la doctrina científica y en la práctica de los tribunales

El Director


